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Cúcuta, dieciocho (18) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 

VISTOS 

 

Procede la Sala a resolver la acción de tutela interpuesta por el doctor MIGUEL 

QUINTERO QUINTERO quien actúa como apoderado del señor JAIME ANTONIO RUIZ 

DÍAZ en contra del JUZGADO SEGUNDO PENAL MUNICIPAL DE GARANTÍAS 

AMBULANTES DE CÚCUTA Y JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 

vinculándose al COMPLEJO PENITENCIARIO Y CARCELARIO METROPOLITANO DE 

CÚCUTA, CENTRO DE SERVICIOS DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO DE CÙCUTA, 

DIRECCIÓN SECCIONAL DE FISCALÍAS DE NORTE DE SANTANDER, DOCTORA RUTH 

TOVAR MERCHÁN FISCAL 129 ESPECIALIZADA DE LA DIRECCIÓN NACIONAL CONTRA 

ORGANIZACIONES CRIMINALES SEDE CÚCUTA, DOCTORA ADAYANSI JEREZ 

DELGADO FISCAL 127 ESPECIALIZADA DE LA DIRECCIÓN NACIONAL DE FISCALÍAS 

CONTRA ORGANIZACIONES CRIMINALES SEDE CÚCUTA, JUEZ CUARTO PENAL 

CIRCUITO ESPECIALIZADO DE CÚCUTA Y AL SEÑOR JUAN CARLOS HERNÁNDEZ 

GARCÍA por la presunta vulneración del derecho fundamental al debido proceso.  

 

HECHOS Y FUNDAMENTOS DE LA ACCIÓN 

 

Refiere básicamente el actor que el día veintiocho 28 de marzo del año 2019, se llevó 

cabo una diligencia de allanamiento, ordenada por la doctora RUTH TOVAR 

MERCHANT en el barrio MORELLY de esta ciudad concretamente en la calle 36 AV.42 y 
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en ese inquilinato en la habitación # 2 se capturó al señor JUAN CARLOS HERNÁNDEZ 

GARCÍA a quien se le encontró una pistola marca tartaglia, munición y una libra de 

marihuana y en la habitación # 3 en donde se encontraba hospedado el señor JAIME 

ANTONIO RUIZ DÍAZ con la venezolana EMILY HIDALGO BARRETO, se encontraron una 

bolsa negra con capuchas alusivas al ELN. Por esos hechos durante los días viernes, 

sábado y lunes el JUZGADO SEGUNDO PENAL MUNICIPAL DE GARANTÍAS 

AMBULANTES DE CÚCUTA dictó medida de aseguramiento por los delitos de tráfico de 

estupefacientes, fabricación tráfico porte o tenencia de armas de fuego accesorios, 

fabricación tráfico y porte de armas municiones de uso restringido de uso privativo de 

las fuerzas armadas o explosivos, utilización ilegal de uniformes e insignias al señor 

JAIME ANTONIO RUIZ DÍAZ. 

 

Señala que para el día veintitrés (23) de enero de 2020, se lleva a cabo un interrogatorio 

a JUAN CARLOS HERNÁNDEZ GARCÍA en donde manifiesta que acepta los cargos y 

expone que JAIME ANTONIO RUIZ DÍAZ, hacía unos cuatro días había llegado a ese 

inquilinato. 

 

EL tres (3) de noviembre 2020, a las 3:47 a 4:40 se lleva a cabo la audiencia de acusación 

de JAIME ANTONIO RUIZ DIAZ, y el mismo 3 de noviembre del 2020 se realizó audiencia 

de aprobación de preacuerdo del señor JUAN CARLOS HERNÁNDEZ GARCÍA.  

 

Para el veintitrés (23) de febrero del año 2021 solicitó la libertad por primera vez para 

JAIME ANTONIO RUIZ DÍAZ, y se presenta el primer inconveniente con el juez, pues fue 

solicitada con el numeral 1 y 5 de la ley 1786 y de entrada el JUEZ SEGUNDO PENAL 

MUNICIPAL DE GARANTÍAS AMBULANTES DE CÚCUTA amenaza con compulsar 

copias, ya que solo permitirá que se realizara la audiencia con el numeral 5 

 

Expone el actor que le indicó al JUEZ SEGUNDO PENAL MUNICIPAL DE GARANTÍAS 

AMBULANTES DE CÚCUTA que su prohijado cumplía  el numeral 1 y 5 de la ley 1786 

para obtener la libertad, ya que no existía prórroga de la medida de aseguramiento, 

pero en medio de la controversia sucede algo insólito donde el JUEZ SEGUNDO PENAL 

MUNICIPAL DE GARANTÍAS AMBULANTES DE CÚCUTA le solicita a la fiscal, que si ella 
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no ha pensado en aplicarle la ley 1908 de 2018 y la fiscal ADAYANSY JEREZ DELGADO le 

manifiesta que le conceda cinco 5 minutos, ya que ella no lleva ese proceso y luego 

vuelve y le dice: “si señor juez a ese señor lo capturaron en un allanamiento buscando 

a los “pelusos” y el señor JUEZ SEGUNDO PENAL MUNICIPAL DE GARANTÍAS 

AMBULANTES DE CÚCUTA, muy contento le manifiesta al señor JAIME ANTONIO RUIZ 

DÍAZ que le da mucha pena y vergüenza pero le va aplicar un término de 500 días. 

Obsérvese que si computamos desde el tres (3) de noviembre 2020 que se llevó a cabo 

la audiencia de acusación y que fue aplazada por la juez por cita médica hasta el día 

veintiocho 28 de febrero de 2022 en que, posiblemente se inicie el juicio oral, 

tendríamos términos de cuatrocientos ochenta y dos (482) días. El centro de servicios 

judiciales se ha negado a fijar fecha y hora para la sustentación de libertad provisional 

del señor JAIME ANTONIO RUIZ DÍAZ. 

 

Dentro de estos hechos también se debe resaltar que el día dieciséis (16) de abril el Juez 

Cuarto Penal Circuito Especializado de Cúcuta, condenó al señor JUAN CARLOS 

HERNÁNDEZ GARCÍA por todos los delitos imputados y luego de 412 días de haberse 

presentado el preacuerdo. 

 

Motivo por el cual solicita que se protejan los derechos fundamentales del señor JAIME 

ANTONIO RUIZ DÍAZ al debido proceso y, en consecuencia, se decrete la nulidad de la 

decisión proferida por el JUEZ SEGUNDO PENAL MUNICIPAL DE GARANTÍAS 

AMBULANTES DE CÚCUTA quien negó la libertad del señor JAIME ANTONIO RUIZ DÍAZ 

y confirmada por el JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA. 

 

DEL MATERIAL PROBATORIO 

Se tendrán como pruebas la demanda de tutela y sus anexos. En lo demás, mediante 

auto de sustanciación de fecha 4 de marzo del año 2022 el Magistrado Ponente dispuso 

requerir a las partes accionadas y vinculadas, en busca de información conforme a los 

hechos expuestos en el escrito de tutela, obteniéndose lo siguiente: 
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-. DIRECCIÓN SECCIONAL DE FISCALÍAS DE NORTE DE SANTANDER: contestó que dio 

traslado de la acción de tutela a la Coordinación de la Fiscalías Especializadas contra el 

Crimen Organizado DECOC, a fin de que de tramite a la misma, por tratarse de su 

competencia. 

 

-. DOCTORA RUTH TOVAR MERCHÁN FISCAL 129 ESPECIALIZADA DE LA DIRECCIÓN 

NACIONAL CONTRA ORGANIZACIONES CRIMINALES SEDE CÚCUTA: contestó que ese 

despacho adelanta investigación bajo el radicado NUNC 540016100000201900038 

contra integrantes de la organización criminal denominada EPL – PELUSOS, en la que 

a través de una fuente se obtiene información de un inmueble donde estarían personas 

que presuntamente harían parte de la estructura criminal Los Pelusos, razón por la cual 

se dispuso el allanamiento y registro el cual se materializó el 28 de marzo de 2019, 

siendo las 17:40, en la calle 36 con avenida 42 barrio Morelli, coordenadas 7° 52´34” W 

72° 28´42”, lugar donde fueron hallados una pistola calibre 9 mm, marca Stanfoglio 

italiana con un proveedor o cargador para la misma, cuarenta y ocho cartuchos de 9 

mm, 29 cartuchos calibre 32, 3 paquetes rectangulares en una envoltura plástica con 

características similares a la marihuana con un peso neto de 1298 gramos lo que 

equivale a 1 kg y 298 gramos, asimismo en otra de las habitaciones se halló dentro de 

una bolsa plástica tres uniformes camuflados militares y 3 brazaletes de color rojo 

alusivos al EPL, los cuales traen una leyenda “COMBATIENDO VENCEREMOS” logo 

utilizado por la organización criminal Los Pelusos, una vez encontrado los anteriores 

elementos procedieron a capturar al señor Juan Carlos Hernández García y Antonio 

Ruiz Díaz. (Es de indicar que frente a Juan Carlos Hernández García aceptó cargos por 

vías de preacuerdo ya se encuentra condenado) 

 

Los experticios técnicos practicados a las armas y munición indicaron que no son aptas 

para su uso y con relación a la sustancia vegetal se trataba de marihuana y 298 gramos, 

el 29, 30 de marzo y 1 de abril 2019, ante el juzgado 2 Penal Municipal con función de 

control de Garantías Ambulante, se legalizó captura, se formuló imputación por los 

delitos de CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO, EN CONCURSO HETEROGÉNEO 

CON FABRICACIÓN TRÁFICO Y PORTE DE ARMAS DE QUÉ TRATA EL ARTÍCULO 365 Y 

FABRICACIÓN TRÁFICO Y PORTE DE ARMAS DE USO RESTRINGIDO DE LAS FUERZAS 
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MILITARES O EXPLOSIVOS ARTÍCULO 366, Y UTILIZACIÓN ILEGAL DE UNIFORMES E 

INSIGNIAS. 

 

Se presentó escrito de acusación el 30 de julio de 2019, causa que adelanta el juzgado 

Cuarto Penal del Circuito Especializado de esta Ciudad. el juicio se iniciará el día 28 

de febrero de 2022  

 

El actor ha presentado peticiones solicitando la libertad por vencimiento de términos 

las cuales se han tramitado de manera oportuna y en derecho por parte del juez 2 penal 

Municipal con función de control de Garantías Ambulante providencia contra la cual se 

interpuso recurso de apelación y fue resuelto por el juzgado segundo Penal del Circuito, 

a pesar que las peticiones del profesional del derecho no son concretas, por lo general 

ocurre lo que se observa en el cuerpo de la tutela donde pretende que en cada audiencia 

se haga análisis de EMP, convirtiendo las audiencias de garantías en un juicio de valor y 

con toda y esta mala práctica de no concretar sus peticiones el señor juez de garantías 

ha realizado los requerimientos pertinentes para que pueda hacer la petición concreta, 

que finalmente es indicar que su petición es una libertad por vencimiento de términos 

al resolverle la petición le hace una explicación clara y detallada del contexto y las 

razones por las cuales si se da aplicación a la ley 1098 de 2018. 

 

Ahora por vía de tutela nuevamente pretende que se revise la libertad por vencimiento 

de términos, es así como se tiene que en primera instancia el señor juez de control de 

garantías adoptó la decisión basada en la sentencia de la Honorable Corte Suprema de 

Justicia, STP 7893 del año 2020 radicado 111559 indicando al defensor que no se debe 

dar aplicación a la ley 1908 de 2018, puesto que a su prohijado solo se le imputo la 

utilización ilegal de uniformes e insignias, situación que no corresponde a la realidad 

pues se tiene que la imputación y ahora acusación esta se realizó por los delitos de 

CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO, EN CONCURSO HETEROGÉNEO CON 

FABRICACIÓN TRÁFICO Y PORTE DE ARMAS DE QUÉ TRATA EL ARTÍCULO 365 Y 

FABRICACIÓN TRÁFICO Y PORTE DE ARMAS DE USO RESTRINGIDO DE LAS FUERZAS 

MILITARES O EXPLOSIVOS ARTÍCULO 366, Y UTILIZACIÓN ILEGAL DE UNIFORMES E 

INSIGNIAS, razón por la que es perfectamente viable la aplicación de la ley 1908 de 2018 
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Motivo por el cual no ha vulnerado derecho alguno al actor.  

 

-. CENTRO DE SERVICIOS DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO DE CÙCUTA: contestó 

que se realizó audiencia vencimiento de términos por el Juzgado Segundo Penal 

Municipal Ambulante de Garantías, el 23 de febrero de 2021, NIEGA LA SOLICITUD, la 

defensa interpone recurso de apelación contra la decisión tomada por ese despacho, 

por reparto le corresponde al Juzgado 2 Penal del Circuito, confirmando la decisión de 

PRIMERA INSTACIA. 

 

Se observa otra solicitud de vencimiento de términos con el radicado 

540016100000201900038 N.I. 2021-2033 correspondiéndole al Juzgado Segundo 

Penal Municipal Ambulante en fecha 24 de junio del 2021 ese despacho NEGÓ LA 

SOLICITUD presentada por el Doctor Miguel Quintero quien apeló la decisión, por 

reparto le fue asignado al Juzgado Segundo Penal del Circuito, confirmando la decisión 

de PRIMERA INSTACIA. 

 

Por lo anteriormente expuesto, no han vulnerado derecho alguno al actor.  

 

-. COMPLEJO PENITENCIARIO Y CARCELARIO METROPOLITANO DE CÚCUTA: 

contestó que una vez estudiado ese centro de reclusión no tiene competencia para 

dirimir conflictos jurídicos y en su lugar, será el juez competente, quien defina la 

situación jurídica del accionante, toda vez que el COMPLEJO PENITENCIARIO Y 

CARCELARIO METROPOLITANO DE CÚCUTA, se limita a la custodia de la población 

privada de la libertad, siempre y cuando exista orden emanada de autoridad 

competente, motivo por el cual no ha vulnerado derecho alguno al actor. 

 

-. DOCTORA ADAYANSI JEREZ DELGADO FISCAL 127 ESPECIALIZADA DE LA 

DIRECCIÓN NACIONAL DE FISCALÍAS CONTRA ORGANIZACIONES CRIMINALES SEDE 

CÚCUTA: contestó que asistió al proceso como fiscal de apoyo de la Fiscalía 129 

DECOC, mientras la titular de ese despacho se encontraba en comisión , desde junio de 

2019 hasta julio de 2020, proceso dentro del cual ya se había presentado el escrito de 
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acusación, el día 30 de agosto de 2019 se fijó fecha para llevar a cabo la Acusación , la 

cual no se realizó por la no asistencia de la defensa, posteriormente el día 26 de 

septiembre de 2019 la defensa contractual del precitado acusado y de JUAN CARLOS 

HERNÁNDEZ solicitó aplazamiento con miras a un preacuerdo, el 3 de noviembre de 

2020 se presentó preacuerdo con JUAN CARLOS HERNÁNDEZ y se continúa con JAIME 

ANTONIO RUIZ DÍAZ, realizando la formulación de acusación, el día 11 de mayo de 

2021, se suspende la diligencia de audiencia preparatoria por solicitud expresa de la 

defensa, en el devenir de ese proceso se solicitó por parte del del defensor audiencia de 

libertad por vencimiento de términos, la cual correspondiera al Juzgado segundo, 

quien la negó por no cumplir con los requisitos para tal efecto, la defensa apela la 

decisión correspondiéndole en segunda instancia al Juzgado Segundo Penal del 

Circuito, quien una vez realizado el análisis correspondiente confirma la decisión de 

primera instancia de no conceder la libertad al procesado. Posteriormente se realizó la 

devolución del proceso a su fiscal titular. Motivo por el cual no ha vulnerado derecho 

alguno al actor.  

 

-. JUZGADO CUARTO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO CON FUNCIONES DE 

CONOCIMIENTO DE CÚCUTA: contestó que el proceso penal radicado 2019-194 

seguido en contra del señor JÁIME ANTONIO RUIZ DÍAZ y otro, por los delitos de 

Concierto para delinquir agravado, Fabricación, tráfico y porte de armas 

municiones de uso restringido de uso privativo de las fuerzas armadas o 

explosivos, y Utilización Ilegal de Uniformes e insignias, Fabricación, tráfico, porte 

o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones y Tráfico, 

fabricación o porte de estupefaciente fue remitido el día de 11 de diciembre de 2020, 

conforme lo establecido en el ACUERDO N° CSJNS2020-258 (2 de diciembre de 2020) 

del Consejo Seccional de la Judicatura de Norte De Santander, "Por medio de la cual 

se hace la redistribución de procesos entre los Cuatro Juzgados Penales del Circuito 

Especializados de Cúcuta y se dictan otras disposiciones”., por el Juzgado Segundo 

Penal del Circuito Especializado de Cúcuta. 

 

Respecto al señor JÁIME ANTONIO RUIZ DÍAZ y conforme a la documentación obrante 

al expediente, se tiene que si bien el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado 
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de Cúcuta, programó audiencia de acusación para el día 20 de agosto de 2020, el INPEC 

reportó imposibilidad de remitir internos en las fechas señaladas en razón a la 

pandemia COVID-19, razones por las que no realizaron la audiencia por la inasistencia 

de los imputados y ello por cuanto se encontraba en curso la negociación un posible 

preacuerdo entre las partes tal como contempla el acta de esa misma fecha, allí mismo 

se reprogramó la audiencia para el día 3 de noviembre de 2020, fecha en que se lleva a 

cabo la formulación de la acusación, y la audiencia preparatoria se programó para el 

día 8 de marzo de 2021 fecha en la que el abogado defensor pidió aplazamiento de la 

misma, reprogramándose para el 16 de abril siguiente en cuanto a JUAN CARLOS 

HERNÁNDEZ GARCÍA, coacusado en ese mismo proceso, se aprobó preacuerdo suscrito 

por las partes y actualmente su condena se encuentra en vigilancia de Ejecución de 

Penas y Medidas de Seguridad. 

 

En la misma fecha, en audiencia preparatoria la defensa de JAIME ANTONIO RUIZ DÍAZ 

manifestó que el descubrimiento probatorio por parte de la Fiscalía no estaba completo 

y solicitó se rechazaran los elementos materiales probatorios presentados por la 

Fiscalía, a lo que el despacho no accedió, conminándose si a la Fiscalía, para que hiciera 

el descubrimiento al abogado defensor y se estableció continuar con la audiencia 

preparatoria el día 11 de mayo de 2021. 

 

En consecuencia, se fija como fecha para adelantar la audiencia preparatoria el día doce 

(12) de octubre de 2021, donde una vez concluida la diligencia, se estableció 

programación para realizar la audiencia de juicio oral el día veintiocho (28) de febrero 

del dos mil veintidós (2022), a las nueve de la mañana (09:00 a.m.) conforme a la fecha 

programada, se inicia la audiencia de juicio oral, se presentan alegatos iniciales, 

concluida la diligencia, se tiene que el proceso se encuentra actualmente con 

programación para continuar la audiencia de juicio oral los días catorce (14) de marzo 

y primero (01) de abril del dos mil veintidós (2022), a partir de las tres de la tarde (03:00 

p.m.) y durante toda la jornada, motivo por el cual no ha vulnerado derecho alguno al 

actor.  
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-. EL SEÑOR JUAN CARLOS HERNANDEZ GARCIA: contestó que esta privado de la 

libertad y condenado por un preacuerdo realizado con la fiscalía, expone que desde el 

28 de marzo del año 2019 se encontraba en una vivienda del barrio Morelli en la ciudad 

de la libertad, donde esa casa funcionaba como inquilinato y en el interrogatorio 

rendido manifestó que no conocía al señor JAIME ANTONIO RUIZ y que ese señor había 

llegado cuatro días antes del allanamiento, expone que en la casa tenían habitaciones 

y si necesitaban lugar donde dormir podían alquilar una pieza, por último, señala que 

el interrogatorio rendido lo realizó estando en sus cinco sentidos. 

 

-. JUZGADO SEGUNDO PENAL MUNICIPAL DE GARANTÍAS AMBULANTES DE CÚCUTA: 

contestó que el pasado 29 de marzo del año 2019, la doctora RUTH TOVAR MERCHÁN 

en su calidad de fiscal 129 de Dirección Especializada Contra Organizaciones Criminales 

– DECOC de la Fiscalía General de la Nación, radicó ante el Centro de Servicios Judiciales 

del Sistema Penal Acusatorio de Cúcuta, solicitud de audiencia preliminar concentrada 

bajo el número CUI 540016106079201882979 y N.I. 2019-1510, donde funge como 

procesado el señor JAIME ANTONIO RUIZ DIAZ. 

 

La anterior solicitud, fue asignada a ese Juzgado por reparto realizado a través del 

Centro de Servicios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio, audiencia que se llevó a 

cabo entre los días 29 y 30 de marzo y 01 de abril de 2019 

 

Verificada el acta y audio respectivo, ante lo solicitado por la representante del ente 

acusador, se dispuso, entre otros, previo cumplimiento de disposiciones 

constitucionales, legales y procedimentales, imponer medida de aseguramiento 

privativa de la libertad en establecimiento carcelario al señor JAIME ANTONIO RUIZ 

DÍAZ por la comisión del presunto delito de CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO 

(Art. 340 Inc. 2), en concurso (Art. 31 C.P.) con los punibles de FABRICACIÓN, 

TRÁFICO, PORTE O TENENCIA DE ARMAS DE FUEGO, ACCESORIOS, PARTES O 

MUNICIONES (Art. 365 C.P.), FABRICACIÓN, TRÁFICO Y PORTE DE ARMAS, 

MUNICIONES DE USO RESTRINGIDO, DE USO PRIVATIVO DE LAS FUERZAS ARMADAS 

O EXPLOSIVOS (Art. 366 C.P.) y UTILIZACIÓN ILEGAL DE UNIFORMES E INSIGNIAS 

(Art. 346 C.P.) 
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La anterior decisión no fue objeto de recurso alguno por las partes, quedando en firme 

la misma, se ordenó a través del Centro de Servicios Judiciales del Sistema Penal 

Acusatorio de Cúcuta, librar la respectiva boleta de encarcelación para ante la 

autoridad competente, quedando el imputado a disposición del Instituto Penitenciario 

y Carcelario INPEC a través del agente captor. 

 

Señala que el pasado 23 de febrero del año 2020 se llevó a cabo ante ese estrado judicial 

audiencia preliminar de solicitud de libertad por vencimiento de términos incoada por 

el doctor MIGUEL QUINTERO QUINTERO en su calidad de apoderado del señor JAIME 

ANTONIO RUIZ DÍAZ, dentro del radicado SPOA 540016106079201882979 y N.I. 2019-

1510 la cual fue sustentada por el señor defensor de conformidad con lo estipulado en 

el artículo 1 de la Ley 1786 de 2016 y el numeral 5º del artículo 317 de la Ley 906 de 2004, 

donde se resolvió NO ACCEDER a la petición deprecada, toda vez, que en sentir del 

señor Juez no se configuraban los requisitos legales, constitucionales y 

jurisprudenciales para el efecto, pues en el caso sub examine se debía dar aplicación a 

lo establecido en los artículos 23 y 25 de la Ley 1908 de 2018, que adicionó los artículos 

307A y 317A de la Ley 906 de 2004, en tanto, la investigación se sigue contra un presunto 

miembro perteneciente a un GAO. 

 

Dentro de la mencionada diligencia, se interpusieron los recursos de reposición y 

apelación por parte del defensor, en contra de la decisión adoptada por el juzgado de 

negar la libertad provisional por vencimiento de términos del señor RUIZ DÍAZ. 

sustentados en debida forma y descorrido el traslado de ley a las demás partes, se 

dispuso NO REPONER el fallo atacado y conceder el recurso de apelación para ante el 

superior Jerárquico en el efecto devolutivo. 

 

Por reparto realizado a través del Centro de Servicios Judiciales del S.P.A el día 24 de 

febrero de 2021, le fue asignado al Juzgado Segundo Penal del Circuito con Funciones 

de Conocimiento, desatar el recurso de alzada, quien en decisión de fecha 07 de mayo 

de 2021, CONFIRMÓ lo resuelto por el a quo. 
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Una vez más, el día 24 de junio del año 2021 se lleva a cabo ante esta unidad judicial, 

audiencia preliminar de solicitud de libertad por vencimiento de términos dentro del 

radicado 540016100000201900038 y N.I. 2021-2033, la cual es sustentada por el 

doctor QUINTERO QUINTERO en favor del señor RUIZ DÍAZ, petición que es NEGADA 

nuevamente por el despacho, bajo las mismas consideraciones tenidas en cuenta en 

anterior oportunidad. 

 

Señala que la defensa interpuso los recursos de reposición y apelación en contra de la 

decisión adoptada por el juzgado. sustentados en debida forma y descorrido el traslado 

de ley a las demás partes, se dispuso NO REPONER la decisión atacado y conceder la 

apelación, por reparto realizado a través del Centro de Servicios Judiciales del S.P.A el 

día 26 de junio de 2021, le fue asignado al Segundo Penal del Circuito con Funciones de 

Conocimiento, desatar el recurso de alzada, el día 23 de noviembre de 2021, se lleva a 

cabo una vez más ante esa unidad judicial, audiencia preliminar de solicitud de libertad 

por vencimiento de términos dentro del radicado No. 540016100000201900038 y N.I. 

2021-2033, la cual es sustentada por el doctor QUINTERO QUINTERO en favor del señor 

RUIZ DIAZ, petición que es NEGADA por tercera vez, bajo las mismas consideraciones 

que se han tenido en cada una de las audiencias peticionadas por el señor defensor, 

esto es, por el incumplimiento de lo normado en los artículos 307A y 317A de la Ley 906 

de 2004. En dicha oportunidad, el titular de ese despacho, ordenó compulsar COPIAS 

ante la Comisión Seccional de Disciplina Judicial de Norte de Santander y Arauca, para 

que se investigue la presunta infracción por parte del doctor MIGUEL QUINTERO 

QUINTERO a los artículos 33 y 34 de la Ley 1123 de 2007, así como, para que se indague 

la presunta falta al decoro y cortesía judicial por parte del apoderado de la defensa en 

el desarrollo de la diligencia. 

 

Se interpusieron los recursos de reposición y apelación por parte del abogado de la 

defensa, en contra de la decisión adoptada por el juzgado. sustentados en debida forma 

y descorrido el traslado de ley a las demás partes, se dispuso NO REPONER la decisión 

atacado y conceder el recurso de apelación para ante el superior Jerárquico en el efecto 

devolutivo. 
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Por reparto realizado a través del Centro de Servicios Judiciales del S.P.A el día 26 de 

noviembre de 2021, le fue asignado al Segundo Quinto Penal del Circuito con Funciones 

de Conocimiento, desatar el recurso de alzada la cual fue confirmada.  

 

En ese orden de ideas, cabe precisar que la aplicación de la ley 1908 de 2018, se puede 

dar en organizaciones que no necesariamente estén calificadas o sean denominadas 

como GAO, sino que solo basta con revisar que se den los requisitos y presupuestos del 

artículo 2º de la mencionada normatividad, y para ello se hace necesario analizar el caso 

en contexto. 

 

Motivo por el cual no ha vulnerado derecho alguno al actor.  

 

-. JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA: contestó que ese despacho, 

le fue asignado el radicado No. 54001 6106079201882979 NI. :2019-1510, donde 

conoció como Juez de Control de Garantías en segunda instancia, la decisión de fecha 

23 de febrero de 2021, referida por el accionante en el escrito de tutela, proferida por el 

Juzgado Segundo Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de 

Cúcuta Ambulante de la ciudad, a través de la cual, no accedió a la solicitud de 

vencimiento de términos, elevada por el doctor Miguel Quintero Quintero, en favor del 

señor Jaime Antonio Ruíz Díaz. 

 

En fecha 07 de mayo de 2021, confirma la decisión de instancia, reiterando que el 

juzgado aplicó en debida forma, el artículo 307A y el Articulo 317 A, exponiéndose los 

argumentos de tal decisión, así mismo, informó que, en julio de 2021, y en enero del año 

2022, dentro del Radicado No. 540016100000201900038 N.I. 2021-2033, se resolvió una 

apelación por vencimiento de términos, del señor Jaime Antonio Ruíz Díaz en la cual 

también fue confirmada la negatividad.  

 

En ese orden, y respecto a lo manifestado por la parte accionante, indica que ese 

despacho no ha vulnerado el derecho fundamental al debido proceso invocado, 

respecto del cual, además, no se argumentó en debida forma, en qué sentido, considera 

que el Juzgado ha trasgredido dicho derecho.  



Tutela de Primera Instancia. 
Rad. 54-001-22-04-000-2022-00071-00. 

Accionante: MIGUEL QUINTERO QUINTERO quien actúa como apoderado del señor JAIME ANTONIO RUIZ DIAZ. 
Accionado: JUZGADO SEGUNDO PENAL MUNICIPAL DE GARANTÍAS AMBULANTES DE CÚCUTA Y JUZGADO SEGUNDO PENAL 

DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 

13 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.  Competencia. 

 

Con fundamento en lo señalado en el artículo 86 de la Constitución Política, en 

concordancia con lo dispuesto en el artículo 1º numeral 2º del Decreto 1382 de 2000, es 

competente esta Sala de Decisión para conocer de la presente acción de tutela. 

 

2. Marco Normativo de la Acción de Tutela. 

 

La acción de tutela es un mecanismo consagrado en el artículo 86 de la Constitución de 

1991, como una herramienta para garantizar la protección inmediata de los derechos 

fundamentales de las personas, cuando éstos resulten amenazados o vulnerados por la 

acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, lo anterior cuando no 

exista otro medio de defensa judicial o éste resulte ineficaz para la protección de los 

derechos fundamentales y constitucionalmente protegidos, en este caso podrá ser 

utilizada  como  medio transitorio de inmediata aplicación a efecto de evitar un 

perjuicio irremediable. 

 

3. Problema Jurídico. 

 

En el presente caso, le corresponde a la Sala determinar si procede la acción de tutela 

para dejar sin efectos las decisiones que negaron la solicitud de libertad por 

vencimiento de términos pretendida por el accionante.  

 

4. Caso Concreto. 

 

Con el fin de resolver el problema jurídico planteado por la Sala, resulta necesario aclarar 

los hechos que dieron lugar a la presente acción constitucional de la siguiente manera: 

Menciona el accionante que ha solicitado la libertad por vencimiento de términos y han 

sido negadas por el JUEZ SEGUNDO PENAL MUNICIPAL DE GARANTÍAS AMBULANTES 
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DE CÚCUTA y confirmadas por el JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE 

CÚCUTA.  

 

Así las cosas, verificadas las pruebas y argumentos puestos a consideración en el 

presente trámite, se observa que, el accionante está siendo procesado por la presunta 

comisión de los delitos CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO (Art. 340 Inc. 2), en 

concurso (Art. 31 C.P.) con los punibles de FABRICACIÓN, TRÁFICO, PORTE O 

TENENCIA DE ARMAS DE FUEGO, ACCESORIOS, PARTES O MUNICIONES (Art. 365 

C.P.), FABRICACIÓN, TRÁFICO Y PORTE DE ARMAS, MUNICIONES DE USO 

RESTRINGIDO, DE USO PRIVATIVO DE LAS FUERZAS ARMADAS O EXPLOSIVOS (Art. 

366 C.P.) y UTILIZACIÓN ILEGAL DE UNIFORMES E INSIGNIAS (Art. 346 C.P.), que 

dentro del presente trámite, el accionante presentó solicitud de libertad por 

vencimiento de términos sin poner de presente la fecha de radicación de la solicitud o 

copia de esta, además sin embargo, se logró acreditar que el actor ha solicitado 3 

audiencias de libertad por vencimiento de términos los cuales han asignados en 

primera oportunidad al JUEZ SEGUNDO PENAL MUNICIPAL DE GARANTÍAS 

AMBULANTES DE CÚCUTA y en apelación ante el JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL 

CIRCUITO DE CÚCUTA y negadas por no cumplir con los requisitos del artículo 307A y 

el 317 A del código de procedimiento penal, observándose que le han realizado las 

audiencias respetándole el debido proceso y en las tres oportunidades ha presentado 

las alegaciones y le han accedido al recurso de apelación pero han sido confirmadas la 

negatividad por no cumplir lo parámetros de los artículos 307-A y 317-A del código de 

procedimiento penal. 

 

En ese orden de ideas, la Sala procederá a pronunciarse respecto de las 2 situaciones 

puestas en conocimiento de la siguiente manera: 

 

En relación con las tres solicitud de libertad por vencimiento de términos que fueron 

resuelta desfavorablemente y le han correspondido a los mismos despachos en primer 

instancia por el JUEZ SEGUNDO PENAL MUNICIPAL DE GARANTÍAS AMBULANTES DE 

CÚCUTA y posteriormente confirmada por el JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL 
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CIRCUITO DE CÚCUTA, esta Sala evidencia que se hace necesario recordar lo reiterado 

por la Corte Constitucional1 en cuanto a los requisitos generales de procedencia de la 

acción de tutela contra decisiones judiciales, veamos:  

 
“Los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales son los 
siguientes: 

  

a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Como ya se mencionó, el 
juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada 
importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras 

jurisdicciones. En consecuencia, el juez de tutela debe indicar con toda claridad y de forma expresa 
porqué la cuestión que entra a resolver es genuinamente una cuestión de relevancia constitucional que 
afecta los derechos fundamentales de las partes. 
  

b. Que se hayan agotado todos los medios  -ordinarios y extraordinarios-  de defensa judicial al alcance 

de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental 
irremediable.  De allí que sea un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios 
que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos.  De no ser así, esto es, de asumirse la 
acción de tutela como un mecanismo de protección alternativo, se correría el riesgo de vaciar las 

competencias de las distintas autoridades judiciales, de concentrar en la jurisdicción constitucional 
todas las decisiones inherentes a ellas y de propiciar un desborde institucional en el cumplimiento de 
las funciones de esta última. 

  
c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un 

término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración.  De lo contrario, esto 
es, de permitir que la acción de tutela proceda meses o aún años después de proferida la decisión, se 

sacrificarían los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica ya que sobre todas las decisiones 
judiciales se cerniría una absoluta incertidumbre que las desdibujaría como mecanismos institucionales 

legítimos de resolución de conflictos. 

  
d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto 
decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la 
parte actora. No obstante, de acuerdo con la doctrina fijada en la Sentencia C-591-05, si la irregularidad 

comporta una grave lesión de derechos fundamentales, tal como ocurre con los casos de pruebas ilícitas 

susceptibles de imputarse como crímenes de lesa humanidad, la protección de tales derechos se genera 
independientemente de la incidencia que tengan en el litigio y por ello hay lugar a la anulación del 

juicio. 

  
e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración 

como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que 
esto hubiere sido posible.  Esta exigencia es comprensible pues, sin que la acción de tutela llegue a 

rodearse de unas exigencias formales contrarias a su naturaleza y no previstas  

 
por el constituyente, sí es menester que el actor tenga claridad en cuanto al fundamento de la 
afectación de derechos que imputa a la decisión judicial, que la haya planteado al interior del proceso 
y que dé cuenta de todo ello al momento de pretender la protección constitucional de sus derechos. 

  

f. Que no se trate de sentencias de tutela.  Esto por cuanto los debates sobre la protección de los 
derechos fundamentales no pueden prolongarse de manera indefinida, mucho más si todas las 
sentencias proferidas son sometidas a un riguroso proceso de selección ante esta Corporación, proceso 
en virtud del cual las sentencias no seleccionadas para revisión, por decisión de la sala respectiva, se 

tornan definitivas.”. 
 

 
1 Sentencia T-125 de 2012. 
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Debe reiterar la Sala en esta oportunidad que, cuando la tutela pretende la protección 

de un derecho fundamental presuntamente vulnerado por una providencia judicial, su 

procedencia no es excepcional sino excepcionalísima, pues corre el demandante con la 

carga de demostrar la presencia de una o varias de las causales de procedibilidad que 

esta Corporación ha venido acogiendo, en posición compartida con la Corte 

Constitucional, que expresó en sentencia CC T-780/06 que: 

 

La eventual procedencia de la acción de tutela contra sentencias judiciales y otras providencias que 

pongan fin al proceso tiene connotación de excepcionalísima, lo cual significa que procede siempre y 

cuando se cumplan unos determinados requisitos muy estrictos que la jurisprudencia se ha 
encargado de especificar. (Negrillas fuera del original). 

 

Así las cosas, debe aclararse que la acción tutela, por regla general no es procedente 

cuando se dirige contra sentencias u otras decisiones ejecutoriadas proferidas dentro 

de los procesos penales, toda vez que no fue concebida como mecanismo supletorio de 

los procedimientos ordinarios. Siendo necesario tener claro que éste mecanismo 

constitucional no configura una instancia del proceso penal, ni está instaurado como 

una jurisdicción paralela a la ordinaria, como tampoco es la sede a la que se acude como 

última opción cuando los resultados, después de surtirse el trámite ordinario, han sido 

del desagrado de una de las partes, de ahí que se afirme que la tutela no es un recurso 

adicional o complementario, ya que su carácter y esencia es de ser único mecanismo de 

protección que le brinda el ordenamiento jurídico al presunto afectado en sus derechos 

fundamentales. 

 

De manera que, el juez de tutela no puede adentrarse en el análisis de fondo de la 

pretensión planteada en la demanda frente a dicho aspecto, ya que para ello es 

indispensable que la misma cumpla las condiciones de procedibilidad enunciadas, 

aunado a que no se puede olvidar que únicamente de forma excepcionalísima, cuando 

las decisiones se apartan abruptamente del ordenamiento jurídico y resuelven con 

arbitrariedad o capricho, o es producto de negligencia extrema, es que se habilita esa 

intervención, lo cual no ocurre en el sub júdice, por cuanto, revisada la decisión 

proferida por el JUZGADO SEGUNDO PENAL MUNICIPAL DE GARANTÍAS 

AMBULANTES DE CÚCUTA y el JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 
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las mismas resultan acordes a derecho y se encuentran debidamente ejecutoriadas y 

han sido tres veces confirmadas demostrándose que le han garantizado el debido 

proceso al actor, debe indicarse que el juez de tutela no puede entrar a efectuar una 

tercera valoración respecto de un trámite que ya surtió la doble instancia y del cual no 

se avizora una situación de donde se pueda concluir vulneración a los derechos 

fundamentales alegados, máxime cuando la acción de tutela no puede dirigirse a que 

se profirieran decisiones propias de las diversas vías judiciales -decretar nulidades, 

modificar, adicionar o aclarar decisiones judiciales, entre otros actos propios de cada 

jurisdicción-, pues su carácter excepcional y restrictivo así la imposibilita, “acorde con 

lo anterior, impedido se encuentra el juez constitucional para inmiscuirse en la discusión 

jurídica debatida ante los jueces naturales de la respectiva actuación”. 

 

Por lo tanto, no es factible que en el caso sub examine, esta Corporación intervenga para 

reabrir la discusión jurídica que fue resuelta en su debido momento procesal por los 

jueces ordinarios, so pretexto de la inconformidad de una de las partes para imponer su 

tesis formulada, en síntesis, porque ello devendría que el amparo excepcional se 

convirtiera en una instancia adicional.  

 

En conclusión, la providencia censurada deviene de consideraciones razonables y no 

responde al capricho del juzgador, ni resulta arbitraria, en tal sentido, se reitera que la 

tutela: i) no está dispuesta para desarrollar el debate que corresponde a la causa 

ordinaria, ii) no constituye una instancia adicional o paralela a la de los funcionarios 

competentes, y iii) no es el escenario para imponerle al juez natural adoptar uno u otro 

criterio ni obligarlo a fallar de una determinada forma, pues “el juez de tutela debe 

privilegiar los principios de autonomía e independencia judicial, por lo que debe 

considerar que, en principio, la valoración de las pruebas realizadas por el juez natural es 

razonable y legítima” (T-221/18). 

 

De igual forma, debe ponerse de presente que la audiencia de libertad por vencimiento 

de términos se han realizado en debida forma, le han dejado interponer los recursos de 

ley y le han dado trámite a los mismo, en los cuales tres veces se las han negado, en tal 

sentido, es juez de control del garantías es quién tiene a su cargo las funciones y la 
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competencia para resolver en primera oportunidad lo pretendido por el interno, en ese 

orden de ideas, el juez de tutela no puede entrar a suplantar sus funciones y 

competencias, más aún cuando se trata de asuntos que se encuentran fuera de su 

esfera de conocimiento, no siendo procedente, por medio de la acción constitucional, 

efectuar el estudio de libertad por vencimiento de términos pretendido por el 

accionante, cuando puede acudir las veces que considere pertinentes ante el juez de 

control de garantías. 

 

Por lo anterior, la Sala considerando que los despachos accionados y vinculados han 

efectuado las labores que le corresponden para poder resolver de fondo las solicitudes 

planteadas, situación que se puede evidenciar de los argumentos expuestos en el 

presente proveído y las pruebas anexas al presente trámite, así mismo, se aclara al 

accionante que si considera que ha sido privado de la libertad con violación de las 

garantías constitucionales o legales, o esa restricción se está prolongando ilegalmente, 

además puede acudir las veces que lo considere necesario ante el juez de control de 

garantías. 

 

Así las cosas, no se concederá la presente acción de estudio, al no observarse 

transgresiones a los derechos invocados por el actor.   

 

En mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE 

CÚCUTA – SALA PENAL DE DECISIÓN, administrando justicia en nombre de la 

República y por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: NO CONCEDER la presente acción de tutela, de acuerdo a lo expuesto en la 

parte motiva de este proveído.   

 

SEGUNDO: NOTIFICAR este fallo a las partes, de acuerdo con  lo  establecido en el 

artículo 30 del Decreto 2591 de 1991, en concordancia con el artículo 5° del Decreto 306 

de 1992  



Tutela de Primera Instancia. 
Rad. 54-001-22-04-000-2022-00071-00. 

Accionante: MIGUEL QUINTERO QUINTERO quien actúa como apoderado del señor JAIME ANTONIO RUIZ DIAZ. 
Accionado: JUZGADO SEGUNDO PENAL MUNICIPAL DE GARANTÍAS AMBULANTES DE CÚCUTA Y JUZGADO SEGUNDO PENAL 

DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 
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TERCERO: En  el  caso  que  el  presente fallo no fuere impugnado, ENVIAR  el expediente 

a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 
 
 
 
 

  
 
 
 

  


